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de Trabajo y Asuntos Sociales (artículo 6), y 1888/1996, de 2 de agosto,
modificado por el Real Decreto 140/1997, de 31 de enero, por el que se
determina la estructura orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales (artículos 10 y 11).

La Orden de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del ejercicio de
competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales («Boletín Oficial del Estado» del 27), corregida por
la Orden de 25 de junio de 1996 («Boletín Oficial del Estado» del 27),
dispone la delegación del ejercicio de las competencias, relativos al Pro-
tectorado sobre las fundaciones de asistencia social, en la Secretaria gene-
ral de Asuntos Sociales.

Por último, el Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal,
aprobado mediante el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, atribuye
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social y Ministerio de Asuntos Sociales, según lo dispuesto en el
mismo) el ejercicio del Protectorado de las fundaciones cuyos fines se
vinculen más directamente con las atribuciones conferidas a los mismos.

Segundo.—El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal, apro-
bado por Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del
Estado» número 57), en desarrollo del Título I y disposiciones concordantes
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en
su artículo 22.3 establece que son funciones del Protectorado, entre otras,
el asegurar la legalidad en la constitución de la fundación y elaborar el
informe previo a la inscripción de la misma en el Registro de Fundaciones,
en relación a los fines y suficiencia de la dotación.

Tercero.—La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en
los artículos 8.o, 9.o y 10.o de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Cuarto.—El Reglamento del Registro de Fundaciones de competencia
estatal, aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín Oficial
del Estado» número 77), en desarrollo de los artículos 36 y 37 de la
Ley 30/1994, de 24 de noviembre, en su artículo 3 establece que se ins-
cribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución de la fundación
y el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, por cual-
quier causa, de los miembros del Patronato y otros órganos creados por
los Estatutos. Asimismo, la disposición transitoria única del citado Real
Decreto 384/1996 establece que, en tanto no entre en funcionamiento el
Registro de Fundaciones de competencia estatal, subsistirán los Registros
actualmente existentes.

Quinto.—La fundación persigue fines de interés general de asistencia
social, conforme al artículo 2.o de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Sexto.—La dotación de la fundación, descrita en el antecedente de hecho
tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente para
el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado
del Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.—Clasificar como benéfica de asistencia social a la fundación
«Alberto Jiménez-Becerril», instituida en Madrid.

Segundo.—Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales bajo el número 28-1143.

Tercero.—Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de
los miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho cuarto
de la presente Orden, así como su aceptación del cargo.

Cuarto.—Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 1 de marzo de 2000.—P. D. (Orden de 21 de mayo de 1996),
la Secretaria general de Asuntos Sociales, Amalia Gómez Gómez.

6081 ORDEN de 1 de marzo de 2000 por la que se clasifica y
registra la fundación «Mario Losantos del Campo».

Por Orden ministerial se clasifica y registra la fundación «Mario Losan-
tos del Campo»:

Vista la escritura de constitución de la fundación «Mario Losantos del
Campo», instituida en Alcobendas (Madrid).

Antecedentes de hecho

Primero.—Por el Patronato de la fundación fue solicitada la inscripción
de la institución en el Registro de Fundaciones.

Segundo.—La fundación fue constituida mediante escritura pública,
otorgada ante el Notario de Alcobendas (Madrid), don Eduardo Martín
Alcalde, el 7 de octubre de 1999, con el número 2.939 de su protocolo,
por la mercantil «Riojana de Fincas, Sociedad Anónima».

Tercero.—La dotación inicial de la fundación es de 3.000.000 de pesetas,
cantidad que ha sido aportada por la fundadora y depositada en una enti-
dad bancaria a nombre de la fundación.

Cuarto.—El Patronato de la fundación esta constituido por los siguientes
miembros, con aceptación de sus cargos:

Presidenta: Doña María Irene Ucha Madorrán.
Secretario: Don Óscar Merino Frías.
Vicesecretaria: Doña María Cristina Fernández Milla.
Vocales:

Doña Irene Isabel Losantos Ucha.
Doña Eva María Losantos Ucha.
Doña Sara Losantos Ucha.
Don Mario Losantos Ucha.
Don Carlos Jesús Díaz Vega.
Don Camilo Rey Fernández.
Don Plácido Díez Allo.
Don José María Riesgo de Pablo.
Don Francisco de Asís Sanz Sánchez.

Quinto.—El domicilio de la entidad, según consta en el artículo 4 de
los Estatutos, radica en la avenida de Europa, número 22, planta baja,
letras A y B, del parque empresarial «La Moraleja», en Alcobendas (Madrid).

Sexto.—El objeto de la fundación queda determinado en el artícu-
lo 6 de los Estatutos, en la forma siguiente:

«La fundación tiene por objeto:

a) Con carácter prioritario, la concesión de ayudas de asistencia social
a la población necesitada en general, principalmente apoyando económi-
camente las actividades y necesidades del clero regular y secular así como
religiosas y otras instituciones relacionadas con la Iglesia Católica.

b) La conservación, preservación, reparación, catalogación, difusión,
cuidado, restauración de los monumentos, parroquias, conventos, etc., de
cualquier clase, formen parte o no del patrimonio histórico artístico, que
tuvieran una cierta significación histórica, arquitectónica, técnica, estética,
o afectiva.

c) El fomento de la investigación científica de la enfermedad del cán-
cer y, en general, de cualquier tipo de enfermedad degenerativa, así como
el apoyo a otras instituciones nacionales y de terceros países para conseguir
la misma finalidad, dando especial énfasis al estudio de la terapéutica
de esta enfermedad, con el fin de lograr una mayor actualización de los
tratamientos y una mayor información y divulgación de los avances de
la medicina en este campo.»

Séptimo.—Todo lo relativo al gobierno y gestión de la fundación, queda
recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente
el carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando dicho órgano
de gobierno obligado a la rendición de cuentas y presentación de pre-
supuestos al Protectorado.

Vistos la Constitución Española; la Ley 30/1994, de 24 de noviembre;
los Reales Decretos 316/1996, de 23 de febrero; 384/1996, de 1 de marzo;
758/1996, de 5 de mayo; 839/1996, de 10 de mayo; 1888/1996, de 2 de
agosto, y 140/1997, de 31 de enero.

Fundamentos de Derecho

Primero.—La Administración General del Estado-Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales es competente para ejercer el Protectorado del Gobierno
sobre las fundaciones de asistencia social, respecto de aquellas de com-
petencia estatal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de
la Ley 30/1994, 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales
a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en relación,
con el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, de reestructuración de Depar-
tamentos ministeriales (artículo 6), con el Real Decreto 839/1996, de 10
de mayo, por el que se establece la estructura orgánica básica, entre otros,
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (artículo 6), y con el Real
Decreto 1888/1996, de 2 de agosto, modificado por el Real Decre-
to 140/1997, de 31 de enero, por el que se determina la estructura orgánica
básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (artículos 10 y 11).

La Orden de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del ejercicio de
competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales («Boletín Oficial del Estado» del día 27), corregida por
la Orden de 25 de junio de 1996 («Boletín Oficial del Estado» del día 27),
dispone la delegación del ejercicio de las competencias, relativos al Pro-
tectorado sobre las fundaciones de asistencia social, en la Secretaría Gene-
ral de Asuntos Sociales.



13312 Miércoles 29 marzo 2000 BOE núm. 76

Por último, el Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal,
aprobado mediante el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, atribuye
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social y Ministerio de Asuntos Sociales, según lo dispuesto en el
mismo), el ejercicio del Protectorado de las fundaciones cuyos fines se
vinculen más directamente con las atribuciones conferidas a los mismos.

Segundo.—El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal; apro-
bado por Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del
Estado» número 57), en desarrollo del título I y disposiciones concordantes
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General; en
su artículo 22.3, establece que son funciones del Protectorado, entre otras,
el asegurar la legalidad en la constitución de la fundación y elaborar el
informe previo a la inscripción de la misma en el Registro de Fundaciones,
en relación a los fines y suficiencia de la dotación.

Tercero.—La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en
los artículos 8.o, 9.o y 10 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Cuarto.—El Reglamento del Registro de Fundaciones de Competencia
Estatal, aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín
Oficial del Estado» número 77), en desarrollo de los artículos 36 y 37
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre; en su artículo 3, establece que
se inscribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución de la fun-
dación y el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, por
cualquier causa, de los miembros del Patronato y otros órganos creados
por los Estatutos. Asimismo, la disposición transitoria única del citado
Real Decreto 384/1996, establece que, en tanto no entre en funcionamiento
el Registro de Fundaciones de Competencia Estatal, subsistirán los Regis-
tros actualmente existentes.

Quinto.—La fundación persigue fines de interés general de asistencia
social, conforme al artículo 2.o de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Sexto.—La dotación de la fundación, descrita en el antecedente de hecho
tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente para
el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado
del Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.—Clasificar como benéfica de asistencia social a la fundación
«Mario Losantos del Campo», instituida en Alcobendas (Madrid).

Segundo.—Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales, bajo el número 28/1.135.

Tercero.—Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de
los miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho cuarto
de la presente Orden, así como su aceptación del cargo.

Cuarto.—Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 1 de marzo de 2000.—P. D., la Secretaria general de Asuntos
Sociales, Amalia Gómez Gómez.

MINISTERIO
DE INDUSTRIA Y ENERGÍA

6082 ORDEN de 10 de marzo de 2000 sobre renuncia del permiso
de investigación de hidrocarburos «Altotero».

El permiso de investigación de hidrocarburos denominado «Altotero»,
expediente 1.519, situado en la provincia de Burgos, fue otorgado por
Real Decreto 2184/1995, de 22 de diciembre («Boletín Oficial del Estado»
de 2 de febrero de 1996), a la sociedad «Locs Oil Company of Spain, Sociedad
Anónima», y del que es único titular y operador.

La compañía titular solicita, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley
34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, la renuncia del
permiso de investigación de hidrocarburos denominado «Altotero», acom-
pañando la documentación que exige el artículo 73 del Reglamento apro-
bado por Real Decreto 2362/1976, de 30 de julio, y de acuerdo con la
normativa vigente, procede autorizar la renuncia del permiso citado.

Tramitado el expediente de renuncia por la Dirección General de la
Energía, dispongo:

Primero.—Se declara extinguido, por renuncia de su titular, el permiso
de investigación de hidrocarburos denominado «Altotero».

La superficie renunciada viene definida por las coordenadas geográ-
ficas, referidas al meridiano de Greenwich, relacionadas en el Real Decreto
de otorgamiento.

Se autoriza la transferencia de la obligación no cumplida, consistente
en una campaña sísmica por un importe no inferior a 34.000.000 de pesetas,
a la realización en la concesión de explotación de hidrocarburos «Marismas
C-1» de un sondeo exploratorio, que se realizará en un plazo no superior
a dos años desde la fecha de publicación de esta Orden ministerial en
el «Boletín Oficial del Estado».

Segundo.—De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 34/1998, de 7 de
octubre, del Sector de Hidrocarburos, y el artículo 77 del Reglamento apro-
bado por Real Decreto 2362/1976, de 30 de julio, sobre Investigación y
Explotación de Hidrocarburos, el área extinguida del permiso citado en
el punto primero anterior revierte al Estado y adquirirá la condición de
franca y registrable a los seis meses de la fecha de publicación de esta
Orden ministerial en el «Boletín Oficial del Estado», si el Estado no hubiera
ejercido antes la facultad que le confiere el apartado 1 del artículo 4 del
Reglamento vigente.

Tercero.—De acuerdo con el artículo 73.2 del Reglamento aprobado
por Real Decreto 2362/1976, de 30 de julio, las garantías constituidas,
para responder del cumplimiento de las obligaciones emanadas de la ante-
riormente mencionada legislación y del Real Decreto de otorgamiento del
permiso de investigación de hidrocarburos denominado «Altotero», actual-
mente vigentes, quedarán afectas a la concesión de explotación de hidro-
carburos «Marismas C-1», hasta que el titular justifique la realización de
los trabajos sustitutorios de la obligación transferida.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 10 de marzo de 2000.

PIQUÉ I CAMPS

Ilmo. Sr. Director general de la Energía.

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

6083 RESOLUCIÓN de 14 de marzo de 2000, de la Dirección Gene-
ral de Agricultura, por la que se resuelve la autorización
de inscripción en los Registros Oficiales de Maquinaria
Agrícola de los tractores marca «Valpadana», modelos:
9565 Multitrac y 9585 Multitrac.

A los efectos de la autorización preceptiva para la inscripción en los
Registros Oficiales de Maquinaria Agrícola, de los tractores que se citan,
con homologación CEE número de recepción e9-74/150-97/54-0028, según
lo dispuesto en la Directiva 74/150/CEE, y en virtud de lo establecido
en el Real Decreto 2028/1986 y en las Órdenes del Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentación de 14 de febrero de 1964, de 27 de julio de 1979
y de 28 de mayo de 1987,

Esta Dirección General resuelve:
Primero.—Autorizar la inscripción en los Registros Oficiales de Maqui-

naria Agrícola de los tractores marca: «Valpadana», modelos: 9565 Multitrac
y 9585 Multitrac.

Segundo.—La potencia de inscripción de dichos tractores no ha sido
establecida.

Tercero.—Los citados tractores deberán ir equipados con una de las
siguientes estructuras de protección:

Marca Modelo Tipo Contraseña de homologación

Landini . VT 98 R Bastidor de dos postes e13-87/402-89/681-0002.
Landini . F 101 . . . Bastidor . . . . . . . . . . . . . . . e13-79/622-1999/40-0013.

Cuarto.—Los mencionados tractores quedan clasificados en el subgru-
po 3.2 del anexo de la Resolución de esta Dirección General, publicada
en el «Boletín Oficial del Estado» de 22 de enero de 1981, por la que
se desarrolla la Orden de 27 de julio de 1979, sobre equipamiento de
los tractores agrícolas y forestales con bastidores o cabina de protección
para caso de vuelco.

Madrid, 14 de marzo de 2000.—El Director general, Rafael Milán Díez.


